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SENTENCIA emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia Constitucional 
N° 150/2016, promovida por el Poder Judicial del Estado de Chihuahua, así como el voto concurrente formulado 
por el Ministro Presidente Luis María Aguilar Morales, el voto formulado por el Ministro Eduardo Medina Mora 
I., y el voto particular del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
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de la Sexagésima Quinta Legislatura Constitucional del H. Congreso del Estado al Decimoséptimo Período 
Extraordinario de Sesiones, el cual se llevará a cabo el día 23 de agosto del año 2018 a partir de las 11:00 
horas en el Recinto Oficial del Poder Legislativo.
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PODER EJECUTIVO
ACUERDO N° 061/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Nuevo Casas Grandes, Chih., mediante el cual 
se aprobó el Reglamento del Premio Municipal al Deporte denominado “Presea al Mérito Deportivo”.
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ACUERDO N° 066/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., la cual consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria HE-40; Habitacional 40 
viv/ha a SE-2; Mixto; Servicios y Equipamiento, de un predio ubicado en Calle Laguna de Tamiahua s/n de la 
Colonia Prados de San Lorenzo, con superficie de 3,038.749 m2.
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ACUERDO N° 067/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., la cual consiste en un aumento de densidad y cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria 
SH-3/40; Mixto; Servicios y Habitacional 40 viv/ha, de un predio ubicado en Avenida Internacional s/n, fracción 
lote 2 de la Colonia Salvárcar Juárez, con superficie de 35,913.31m2.
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ACUERDO N° 068/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 3,793.37 m2 ubicado en la Avenida Valle del Sol N° 1071 del Ejido Salvárcar, 
la cual consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria HE-40; Habitacional Ecológica 
40 viv/ha a SE-4; Mixto; Servicios y Equipamiento.
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ACUERDO N° 069/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, Chih., 
de un predio con superficie de 1,748.425 m2 ubicado en la Calle Paseo de Aragón N° 1281 del Fraccionamiento 
Jardines de Aragón, la cual consiste en el cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria HE-40, 
Habitacional Ecológica 40 viv/ha a una SE-1 Mixto; Servicios y Equipamiento.
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ACUERDO N° 070/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 7,418.277 m2 ubicado en la Ave. Valle del Sol N° 1075, la cual consiste en 
el cambio de sección vial de la Calle Júpiter en el tramo comprendido entre la Avenida Valle del Sol y la futura 
Prolongación del Boulevard Tomás Fernández, y un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria 
HE-40, Habitacional Ecológica 40 viv/ha a una SE-0.8 Servicios y Equipamientos.

-FOLLETO ANEXO-

ACUERDO N° 071/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 26,403.35 m2 ubicado en la Avenida Vicente Guerrero N° 7515 de la Colonia 
Infonavit Frontera, la cual consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria clasificada 
como I-0.6; Industrial a una SE-4; Mixto; Servicios y Equipamiento 4.
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ACUERDO N° 072/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 10,000.00 m2 ubicado en la Avenida Enrique Pinoncely N° 9450 de la 
Colonia Puente Alto, la cual consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria clasificada 
como H-40; Habitacional 40 viv/ha a una I-1; Industrial 1.
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ACUERDO N° 073/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 22,115.024 m2 ubicado en la Avenida Aeronáutica s/n de la Colonia Puente 
Alto, la cual consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria clasificada como H-40; 
Habitacional 40 viv/ha a una SG-1; Servicios Generales 1.
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ACUERDO N° 074/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 83,044.75 m2 ubicado entre las Calles Pedro Meneses Hoyos y De las 
Lomas, consistente en un cambio de zonificación secundaria; I-0.6, Industrial Vecinal a H-40 Habitacional 40 
viv/ha.
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ACUERDO N° 075/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 20,000.00 m2 ubicado e identificado como terreno de riego N° 14, Zaragoza 
Distrito Bravos, a 268.50 metros del Boulevard Independencia, el cual consiste en un cambio de uso de suelo 
de una zonificación secundaria HE-40, Habitacional Ecológica con una densidad de 40 viv/ha a una zonificación 
IE 0.6 Industrial Ecológica.
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ACUERDO N° 076/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 40,000.00 m2 ubicado en el Boulevard Río Candelaria N° 1143, la cual 
consiste en un cambio de uso de suelo de una zonificación secundaria H-40, Habitacional 40 viv/ha a una SG-
0.5 Servicios Generales.
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ACUERDO N° 077/2018 del C. Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua por el que se ordena la 
publicación del similar del H. Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chih., mediante el cual se autorizó la 
Modificación Menor al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población de Ciudad Juárez, 
Chih., de un predio con superficie de 1’359,757.509 m2 ubicado en la Calle San Isidro N° 4251 de la Colonia 
El Barreal, la cual consiste en un cambio de una zonificación secundaria IPp-0.3 Industria en Parque Pluvial a 
ISp; Industria de Riesgo y Aislada.
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SECRETARÍA DE HACIENDA
CONVOCATORIA Licitación Pública Presencial N° SH-LPE-093/2018, relativa a la renovación de licencia, soporte 
y mantenimiento de equipos de seguridad, requeridos por la Coordinación de Política Digital.
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SERVICIOS DE SALUD DE CHIHUAHUA
LINEAMIENTOS del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios del Organismo 
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para alumnas de la Escuela Normal Rural Ricardo Flores Magón y uniformes para personal de Servicios Generales 
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Vistos los autos para resolver el juicio de amparo *******, promovido por ***** **** 
****** *********, contra actos del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y Cámara de 
Senadores, todos con residencia en México, Distrito Federal, Congreso del 
Estado de Chihuahua y Gobernador del Estado de Chihuahua, ambos con 
domicilio en esta ciudad; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por escrito presentado el trece de 
julio de dos mil quince en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 
Distrito en el Estado de Chihuahua, con residencia en esta ciudad, el que por razón de 
turno, el mismo día se remitió a la Oficialía de Partes de este órgano jurisdiccional, 
***** **** ***** ********* por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la 
Justicia Federal en contra de los actos del Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y 
Cámara de Senadores, todos con residencia en México, Distrito Federal, Congreso 
del Estado de Chihuahua y Gobernador del Estado de Chihuahua, ambos con 
domicilio en esta ciudad, que hizo consistir en los siguientes:

“… ACTOS RECLAMADOS:
Por un lado la aprobación, promulgación y orden de publicación de las siguientes 
porciones normativas contenidas en los artículos 134 y 135 del Código Civil 
para el Estado de Chihuahua.
ARTÍCULO 134. El matrimonio es el acuerdo de voluntades entre un hombre y 
una mujer para realizar la comunidad de vida, en donde ambos se procuran 
respeto, igualdad y ayuda mutua, con la posibilidad de procrear hijos de manera 
libre, responsable e informada. Este acto debe celebrarse ante los funcionarios 
que establece la Ley y con las formalidades que ella exige.
ARTÍCULO 135. Cualquiera condición contraria a la perpetuación de la 
especie o a la ayuda mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por no 
puesta.
Lo anterior debido a la discriminación contenida en esas normas al excluir a las 
parejas de personas del mismo sexo del acceso a las figuras del matrimonio y 
por establecer la función reproductiva como finalidad del mismo; esto es así 
porque tal restricción contiene un mensaje discriminatorio que perjudica a 
quienes promovemos la presente demanda. De lo que reclamamos a cada una 
de las autoridades precisamos lo siguiente:
Congreso del Estado de Chihuahua reclamamos la aprobación de las 
porciones normativas arriba indicadas contenidas en los artículos 134 y 135 del 
Código Civil del Estado de Chihuahua.
El incumplimiento del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos que establece la obligación de adecuar el derecho interno de acuerdo 
a los estándares interamericanos en la materia; esto en relación al respecto del 
principio de igualdad y no discriminación en el acceso al matrimonio, todo ello en 
términos de lo desarrollado en el segundo concepto de violación.
Gobernador del Estado de Chihuahua reclamamos la promulgación y orden de 
publicación de las porciones normativas arriba indicadas contenidas en los 
artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua.
El incumplimiento del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos que establece la obligación de adecuar el derecho interno de acuerdo 
a los estándares interamericanos en la materia; esto en relación al respecto del 
principio de igualdad y no discriminación en el acceso al matrimonio, todo ello en 
términos de lo desarrollado en el segundo concepto de violación.
Del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y del Congreso de la 
Unión, reclamamos el incumplimiento del artículo 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos que establece la obligación de adecuar el derecho 
interno de acuerdo a los estándares interamericanos en la materia; esto es en 
relación al respeto del principio de igualdad y no discriminación en el acceso al 
matrimonio, todo ello en términos de lo desarrollado en el segundo concepto de 
violación.”

Los anteriores actos, los estimó vulneradores de sus garantías consagradas en 
los artículos 1° y 4º, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como el 1 y 2 en relación con el 28, estos de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; y, como antecedentes de los mismos relató bajo protesta de decir 
verdad, los que consideró pertinentes.

C O N S I D E R A N D O:

SEXTO. Estudio de los conceptos de violación. El peticionario de amparo 
***** **** ****** *********, expuso los conceptos de violación que están contenidos en la 
demanda de amparo, los cuales no se transcriben en esta sentencia por no estimarse 
necesario para su estudio, máxime que no existe disposición legal que obligue a este 
juzgador a hacerlo.

Apoya lo considerado, la Jurisprudencia: 2a./J.58/2010, de la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, del Tomo
XXXI, Mayo de 2010, Materia Común, del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS 
DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos 
integrantes del capítulo X "De las sentencias", del  título  primero  "Reglas  
generales",  del  libro  primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no 
se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de
violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se 
satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda 
de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, 
la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o 
constitucionalidad efectivamente  planteados  en  el  pliego  correspondiente, sin
introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe 
prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del 
juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin 
demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se 
estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.”

El estudio de los conceptos de violación expuestos por la parte quejosa permite 
considerarlo siguiente.

1. En principio, como ya se analizó en el quinto considerando de la presente 
determinación, el quejoso sí acreditó un interés legítimo para reclamar como normas 
autoaplicativas los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua.

2. Ahora bien, en sus conceptos de violación, medularmente sostiene lo 
siguiente:

a) Los homosexuales se encuentran en una situación jurídica inferior en relación
con los heterosexuales respecto de la protección jurídica de las relaciones eróticas-
afectivas, ya que estos últimos cuentan con la institución jurídica del matrimonio que 
da publicidad y protección a sus relaciones, que constituye una garantía al derecho y a 
la protección a las familias. Dicha desigualdad no se encuentra razonablemente 
justificada por el legislador.
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matrimonio, todo ello en términos de lo desarrollado en el segundo concepto de 
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con los heterosexuales respecto de la protección jurídica de las relaciones eróticas-
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b) Se está en presencia de una discriminación prohibida 
porelartículo1°constitucionalyportratadosinternacionales, ya que el único criterio 
utilizado es el de preferencia sexual, el cual no persigue ninguna finalidad 
constitucional admisible y afecta a todos los homosexuales del Estado.

c) Además de ser discriminatoria, la exclusión que realizó el legislador a los 
homosexuales de la figura del matrimonio incumple con el mandato previsto en el 
artículo 4° constitucional de proteger a todos los tipos de familia, incluyendo la 
homoparental.

d) La discriminación manifestada se materializa en el artículo 134 del Código 
Civil del Estado de Chihuahua, el cual establece que el matrimonio es el acuerdo de 
voluntades entre un hombre y una mujer, por lo que hace una distinción implícita entre 
las parejas heterosexuales y las homosexuales. Además, dicho artículo es excluyente, 
pues deja fuera de la hipótesis normativa a las parejas homosexuales negando su 
acceso a la figura del matrimonio.

Así, tal como lo señalan el quejoso en sus conceptos de violación, que 
prácticamente se fundamentan en lo establecido por  la  Primera  Sala  de  la Suprema
Corte de Justicia de la Nación al resolver el Amparo en Revisión, pues la mencionada 
Sala ha destacado lo siguiente:

Que en el derecho comparado pueden identificarse dos formas de aproximarse 
al tema de los matrimonios entre personas del mismo sexo en sede constitucional. En 
los casos donde se ha impugnado la legislación que amplía el acceso al matrimonio a 
las parejas homosexuales, el problema que se plantea es si dicha regulación es
legítima desde el punto de vista constitucional. Más específicamente, la pregunta que 
han tenido que responder los tribunales es si el matrimonio entre personas del mismo 
sexo es contrario a alguna disposición constitucional en específico, por ejemplo, si no 
contraviene las normas que existen en algunas Constituciones sobre la familia o sobre 
el propio matrimonio.

Por otro lado, en otras ocasiones la impugnación se ha dirigido contra las 
normas que no permiten el acceso al matrimonio a las personas del mismo sexo. En 
estos casos, la cuestión consiste en determinar si la regulación es discriminatoria por 
no permitir el acceso a la institución matrimonial tanto a parejas heterosexuales como 
a parejas homosexuales. Así, la pregunta es si la exigencia tradicional de diversidad   
de   sexos   para   poder   contraer   matrimonio   es contraria al principio constitucional 
de igualdad y no discriminación; es decir, si está justificada la distinción diseñada por 
el poder legislativo que impide el acceso a la institución matrimonial a las parejas entre 
personas del mismo sexo.

En el primer caso, se trata de determinar si el matrimonio entre personas del 
mismo sexo es posible o tiene cabida dentro de la Constitución. En el segundo caso se 
trata de establecer si la Constitución exige que se permita el acceso al matrimonio a 
las parejas del mismo sexo.

En relación con la primera hipótesis, en la acción de inconstitucionalidad 2/2010 
el Pleno de esta Suprema Corte resolvió que las reformas al Código Civil del Distrito 
Federal que permiten contraer matrimonio a las parejas del mismo sexo son 
compatibles con la Constitución y sostuvo que dicha regulación no contraviene el 
concepto de familia protegido por el artículo 4º constitucional.

En relación con la segunda de las hipótesis señaladas, la Primera Sala analizó si
el artículo 143 del Código Civil de Oaxaca era discriminatorio por no permitir el acceso 
a la institución matrimonial de forma igualitaria tanto a parejas heterosexuales como a 
parejas homosexuales. En dicho precedentes, concluyó que la porción de dicho 
artículo referente a que la finalidad del matrimonio era la procreación resultaba 
inconstitucional y determinó que la porción normativa relativa a que el matrimonio es la 
unión “entre un solo hombre y una sola mujer” admitía una interpretación conforme.

En este asunto se presenta el problema de determinar si la existencia misma del 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua es discriminatorio contra 
personas que se encuentran en una categoría sospechosa. El argumento central del 
impetrante es la discriminación en su contra, como homosexual, por no serle 
reconocido en la ley el derecho a contraer matrimonio en igualdad de circunstancias 
que las personas heterosexuales. Luego, refiere que la existencia de la parte del 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, que define al matrimonio como 
el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer, así como lo señalado en el
numeral 135  de  la  propia  codificación,  que  refiere que  cualquier condición
contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, los discrimina en 
razón de su preferencia sexual, la cual es una categoría prohibida protegida por el 
artículo 1º constitucional, dejándolos fuera para acceder a la figura del matrimonio y 
evita que las familias homoparentales tengan la misma protección, contrariando el 
artículo 4º constitucional.

Al respecto, ya la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el Amparo en Revisión 152/2013(que se reitera, en dicho criterio se 
fundamentan los conceptos de violación del quejoso) determinó que una ley que se 
alega afecta directa o indirectamente a una persona o personas que se ubican dentro
de una categoría sospechosa – como la orientación sexual– deber ser examinada con 
un escrutinio estricto, porque la imposición de una ley discriminatoria impediría que 
dichas personas puedan tomar decisiones fundamentales en su vida y en su identidad, 
y les impondría una carga desproporcionada en las decisiones más personales  acerca  
de  cómo  y  con  quién  pueden  hacer  sus vidas, en una condición de desigualdad 
con las personas cuya preferencia sexual sea la heterosexualidad.

Luego, atendiendo a lo señalado por la Primera Sala, analizando los artículos
impugnados a la luz del principio de igualdad y no discriminación, debemos concluir 
que éstos constituyen una medida legislativa discriminatoria, ya que hace una  
distinción  con  base  en  la  preferencia  sexual  de  las personas  que  se  traduce  en 
la  exclusión  arbitraria  de  las parejas homosexuales del acceso –cuando ellos así lo 
decidan– a  la  institución  matrimonial;  es  decir,  las  personas homosexuales saben 
que, con base en dicho artículo, no les es reconocido el derecho y la posibilidad de 
que, de así decidirlo eventualmente, puedan acceder a la figura del matrimonio, 
contrario a lo que sucede con las personas heterosexuales que saben que cuentan 
con esa posibilidad, pues dicho derecho les es reconocido.

En este sentido, la parte quejosa alega que la medida legislativa impugnada 
hace una distinción basada en las preferencias sexuales de las personas. Sobre lo 
anterior, la Suprema   Corte   ha   sostenido   que   cuando   la   distinción impugnada 
se apoya en una “categoría sospechosa” debe realizarse un escrutinio estricto para 
examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad y no discriminación.
En esos casos, ha señalado la Corte que el Juez constitucional deberá someter la 
labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista 
del respeto a la garantía de igualdad.

Lo anterior se encuentra inmerso en la Jurisprudencia1a./J. 37/2008, sostenida 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 
175, Tomo XXVII, Abril de 2008, Novena Época, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, que señala:

“IGUALDAD. CASOS   EN   LOS  QUE   EL   JUEZ CONSTITUCIONAL 
DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES 
LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO
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artículo referente a que la finalidad del matrimonio era la procreación resultaba 
inconstitucional y determinó que la porción normativa relativa a que el matrimonio es la 
unión “entre un solo hombre y una sola mujer” admitía una interpretación conforme.
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artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua es discriminatorio contra 
personas que se encuentran en una categoría sospechosa. El argumento central del 
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reconocido en la ley el derecho a contraer matrimonio en igualdad de circunstancias 
que las personas heterosexuales. Luego, refiere que la existencia de la parte del 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, que define al matrimonio como 
el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer, así como lo señalado en el
numeral 135  de  la  propia  codificación,  que  refiere que  cualquier condición
contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, los discrimina en 
razón de su preferencia sexual, la cual es una categoría prohibida protegida por el 
artículo 1º constitucional, dejándolos fuera para acceder a la figura del matrimonio y 
evita que las familias homoparentales tengan la misma protección, contrariando el 
artículo 4º constitucional.

Al respecto, ya la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el Amparo en Revisión 152/2013(que se reitera, en dicho criterio se 
fundamentan los conceptos de violación del quejoso) determinó que una ley que se 
alega afecta directa o indirectamente a una persona o personas que se ubican dentro
de una categoría sospechosa – como la orientación sexual– deber ser examinada con 
un escrutinio estricto, porque la imposición de una ley discriminatoria impediría que 
dichas personas puedan tomar decisiones fundamentales en su vida y en su identidad, 
y les impondría una carga desproporcionada en las decisiones más personales  acerca  
de  cómo  y  con  quién  pueden  hacer  sus vidas, en una condición de desigualdad 
con las personas cuya preferencia sexual sea la heterosexualidad.

Luego, atendiendo a lo señalado por la Primera Sala, analizando los artículos
impugnados a la luz del principio de igualdad y no discriminación, debemos concluir 
que éstos constituyen una medida legislativa discriminatoria, ya que hace una  
distinción  con  base  en  la  preferencia  sexual  de  las personas  que  se  traduce  en 
la  exclusión  arbitraria  de  las parejas homosexuales del acceso –cuando ellos así lo 
decidan– a  la  institución  matrimonial;  es  decir,  las  personas homosexuales saben 
que, con base en dicho artículo, no les es reconocido el derecho y la posibilidad de 
que, de así decidirlo eventualmente, puedan acceder a la figura del matrimonio, 
contrario a lo que sucede con las personas heterosexuales que saben que cuentan 
con esa posibilidad, pues dicho derecho les es reconocido.

En este sentido, la parte quejosa alega que la medida legislativa impugnada 
hace una distinción basada en las preferencias sexuales de las personas. Sobre lo 
anterior, la Suprema   Corte   ha   sostenido   que   cuando   la   distinción impugnada 
se apoya en una “categoría sospechosa” debe realizarse un escrutinio estricto para 
examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad y no discriminación.
En esos casos, ha señalado la Corte que el Juez constitucional deberá someter la 
labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista 
del respeto a la garantía de igualdad.

Lo anterior se encuentra inmerso en la Jurisprudencia1a./J. 37/2008, sostenida 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 
175, Tomo XXVII, Abril de 2008, Novena Época, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, que señala:

“IGUALDAD. CASOS   EN   LOS  QUE   EL   JUEZ CONSTITUCIONAL 
DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES 
LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO
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1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS). La igualdad es un principio y un derecho de carácter 
fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es 
relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, 
porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador 
tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros el 
Juez debe ser más exigente a la hora de determinar si aquél ha respetado las
exigencias del principio de igualdad. El artículo 1o. de la Constitución Federal 
establece varios casos en los que procede dicho escrutinio estricto. Así, su 
primer párrafo proclama que todo  individuo  debe  gozar  de  las  garantías  que  
ella otorga, las cuales no pueden restringirse ni suspenderse sino en los casos y 
con las condiciones que la misma establece, lo que evidencia la voluntad 
constitucional de asegurar en los más amplios términos el goce de los derechos
fundamentales, y de que las limitaciones a ellos sean concebidas 
restrictivamente, de conformidad con el carácter excepcional que la Constitución 
les atribuye. Por ello, siempre que la acción clasificadora del legislador incida en 
los derechos fundamentales garantizados constitucionalmente, será necesario 
aplicar con especial intensidad las exigencias derivadas del principio de igualdad 
y no discriminación. Por su parte, el párrafo tercero del citado precepto 
constitucional muestra la voluntad de extender la garantía de igualdad a ámbitos
que trascienden el campo delimitado por el respeto a los derechos 
fundamentales explícitamente otorgados por la Constitución, al prohibir al 
legislador que en el desarrollo general  de  su  labor  incurra  en  discriminación  
por  una serie de motivos enumerados (origen étnico o nacional, género,  edad,  
capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, 
opiniones, preferencias, estado civil) o en cualquier otro que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas. La intención constitucional es, por lo tanto, extender 
las garantías implícitas en el principio de igualdad al ámbito de las acciones
legislativas que tienen un impacto significativo en la libertad y la dignidad de las
personas, así como al de aquellas que se articulan en torno al uso de una serie 
de  criterios  clasificatorios  mencionados  en  el  referido tercer párrafo, sin que
ello implique que al legislador le esté vedado absolutamente el uso de dichas
categorías en el desarrollo de su labor normativa, sino que debe ser 
especialmente cuidadoso al hacerlo. En esos casos, el Juez constitucional
deberá someterla labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso
desde el punto de vista del respeto a la garantía de igualdad.”.

En esa línea, una distinción se basa en una categoría sospechosa cuando utiliza 
alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º constitucional 
(origen étnico, nacionalidad, género, edad, discapacidad, condición social, salud, 
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas). La utilización de estas categorías debe examinarse con 
mayor rigor precisamente porque sobre ellas pesa la sospecha de ser 
inconstitucionales. En estos casos, puede decirse que las leyes que las emplean para 
hacer alguna distinción   se   ven   afectadas   por   una   presunción   de 
inconstitucionalidad.

No obstante ello, debe señalarse que no toda diferencia en el trato hacia una 
persona o grupo de personas es discriminatoria, por lo que es importante diferenciar 
entre “distinciones” y “discriminación”, siendo que las primeras constituyen “diferencias
razonables y objetivas, mientras que las segundas constituyen diferencias arbitrarias
que redundan en detrimento de los derechos humanos. Además, la Constitución no 
prohíbe el uso de categorías sospechosas, lo que prohíbe es su utilización de forma 
injustificada. Así, el escrutinio estricto de las distinciones basadas en categorías 
sospechosas garantiza que sólo serán constitucionales aquellas que tengan una 
justificación muy robusta.

artículo referente a que la finalidad del matrimonio era la procreación resultaba 
inconstitucional y determinó que la porción normativa relativa a que el matrimonio es la 
unión “entre un solo hombre y una sola mujer” admitía una interpretación conforme.

En este asunto se presenta el problema de determinar si la existencia misma del 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua es discriminatorio contra 
personas que se encuentran en una categoría sospechosa. El argumento central del 
impetrante es la discriminación en su contra, como homosexual, por no serle 
reconocido en la ley el derecho a contraer matrimonio en igualdad de circunstancias 
que las personas heterosexuales. Luego, refiere que la existencia de la parte del 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, que define al matrimonio como 
el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer, así como lo señalado en el
numeral 135  de  la  propia  codificación,  que  refiere que  cualquier condición
contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, los discrimina en 
razón de su preferencia sexual, la cual es una categoría prohibida protegida por el 
artículo 1º constitucional, dejándolos fuera para acceder a la figura del matrimonio y 
evita que las familias homoparentales tengan la misma protección, contrariando el 
artículo 4º constitucional.

Al respecto, ya la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver el Amparo en Revisión 152/2013(que se reitera, en dicho criterio se 
fundamentan los conceptos de violación del quejoso) determinó que una ley que se 
alega afecta directa o indirectamente a una persona o personas que se ubican dentro
de una categoría sospechosa – como la orientación sexual– deber ser examinada con 
un escrutinio estricto, porque la imposición de una ley discriminatoria impediría que 
dichas personas puedan tomar decisiones fundamentales en su vida y en su identidad, 
y les impondría una carga desproporcionada en las decisiones más personales  acerca  
de  cómo  y  con  quién  pueden  hacer  sus vidas, en una condición de desigualdad 
con las personas cuya preferencia sexual sea la heterosexualidad.

Luego, atendiendo a lo señalado por la Primera Sala, analizando los artículos
impugnados a la luz del principio de igualdad y no discriminación, debemos concluir 
que éstos constituyen una medida legislativa discriminatoria, ya que hace una  
distinción  con  base  en  la  preferencia  sexual  de  las personas  que  se  traduce  en 
la  exclusión  arbitraria  de  las parejas homosexuales del acceso –cuando ellos así lo 
decidan– a  la  institución  matrimonial;  es  decir,  las  personas homosexuales saben 
que, con base en dicho artículo, no les es reconocido el derecho y la posibilidad de 
que, de así decidirlo eventualmente, puedan acceder a la figura del matrimonio, 
contrario a lo que sucede con las personas heterosexuales que saben que cuentan 
con esa posibilidad, pues dicho derecho les es reconocido.

En este sentido, la parte quejosa alega que la medida legislativa impugnada 
hace una distinción basada en las preferencias sexuales de las personas. Sobre lo 
anterior, la Suprema   Corte   ha   sostenido   que   cuando   la   distinción impugnada 
se apoya en una “categoría sospechosa” debe realizarse un escrutinio estricto para 
examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad y no discriminación.
En esos casos, ha señalado la Corte que el Juez constitucional deberá someter la 
labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista 
del respeto a la garantía de igualdad.

Lo anterior se encuentra inmerso en la Jurisprudencia1a./J. 37/2008, sostenida 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 
175, Tomo XXVII, Abril de 2008, Novena Época, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, que señala:

“IGUALDAD. CASOS   EN   LOS  QUE   EL   JUEZ CONSTITUCIONAL 
DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES 
LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO
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En primer término debe verificarse si la medida legislativa impugnada 
efectivamente hace una distinción basada en una categoría  sospechosa,  y  para  
poder  realizar  un pronunciamiento al respecto resulta necesario precisar que el 
artículo 134 del Código Civil del Estado de Chihuahua, en la parte que interesa 
dispone que: “El matrimonio es el acuerdo de voluntades entre un hombre y una mujer 
para realizar la comunidad de vida …”; mientras que el diverso 135 señala que 
“cualquier condición contraria a la perpetuación de la especia o a la ayuda mutua que
se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta”.

Luego, del contenido de los mencionados numerales, se puede advertir que la 
medida legislativa examinada distingue implícitamente entre las parejas de distinto
sexo y las parejas del mismo sexo: a las primeras les está permitido el acceso al 
matrimonio, mientras las segundas no tienen esa posibilidad, y si bien podría 
argumentarse que el precepto no hace una distinción  con  base  en  las  preferencias  
sexuales  de  las personas porque a nadie se le pide que manifieste su preferencia 
sexual para acceder al matrimonio, eso no es obstáculo para sostener que la norma 
impugnada efectivamente hace una distinción apoyada en esa categoría sospechosa. 
El hecho de que el acceso al poder normativo para contraer matrimonio no esté 
condicionado aparentemente a las preferencias sexuales no significa que no exista 
una distinción implícita apoyada en ese criterio, porque para poder establecer si existe 
una distinción implícita no es suficiente saber quiénes tienen el poder normativo en 
cuestión, sino también qué les permite hacer a esas personas.

En este contexto, aunque la norma concede el poder normativo para casarse a 
cualquier persona, con independencia de su preferencia sexual, si ese poder 
únicamente puede ejercitarse para casarse con alguien del sexo opuesto, es indudable 
que la norma impugnada sí comporta en realidad una distinción basada en las 
preferencias sexuales, porque un homosexual únicamente puede acceder al mismo
derecho que tiene un heterosexual si niega su orientación sexual, que es precisamente 
la característica que lo define como homosexual, por lo que debe concluirse que la
medida impugnada se basa en una categoría sospechosa, ya que la distinción que
traza para determinar quiénes pueden utilizar el poder normativo para crear un vínculo 
matrimonial se apoya en las preferencias sexuales de las personas.

Señalado esto, tal como lo sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, a efecto de realizar un escrutinio estricto de la medida legislativa, 
debe realizarse previamente una explicación de la forma en la que se tiene que 
realizar el test de igualdad en estos casos para poder clarificarlas diferencias que 
existen entre un escrutinio ordinario y el que debe aplicarse a las distinciones 
legislativas que se apoyan en una categoría sospechosa.

Así, la propia Primera Sala, en el amparo en revisión 988/2004 sostuvo que 
cuando se aplica el test de escrutinio estricto para enjuiciar una medida legislativa que 
realiza una distinción no debe exigirse simplemente, como se haría en un escrutinio 
ordinario, que se persiga una finalidad constitucionalmente admisible. Dicho de otra 
forma, la finalidad perseguida no debe ser abiertamente contradictoria con las 
disposiciones constitucionales. Así, al elevarse la intensidad del escrutinio debe 
exigirse que la finalidad tenga un apoyo constitucional claro: debe perseguir un 
objetivo constitucionalmente importante, por ello, debe analizarse si la distinción 
legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente 
imperiosa, es decir, que la medida legislativa debe estar directamente conectada con 
la consecución de los objetivos constitucionales, por lo que debe estar totalmente en
caminada a la consecución de la finalidad, sin que pueda considerarse suficiente que 
esté potencialmente conectada con tales objetivos.

Además  de  ello,  la  distinción  legislativa  debe  ser  la medida menos 
restrictiva posible para conseguir efectivamente la finalidad imperiosa desde el punto 
de vista constitucional.

De acuerdo con lo anterior, lo primero que debe determinarse es si la distinción
realizada en los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua 
persiguen una finalidad constitucionalmente imperiosa.

Al respecto, tenemos que el artículo 4º constitucional impone al legislador la
obligación de proteger “la organización y el desarrollo de la familia”. La protección de 
la familia no sólo es una finalidad legítima para el legislador, sino una finalidad 
constitucionalmente ordenada.   En   consecuencia,   debe entenderse que la 
medida enjuiciada satisface la primera grada de un escrutinio estricto de la igualdad de 
la medida.

Así, para poder determinar si la distinción está directamente conectada con la 
finalidad identificada deben precisarse dos cosas: quiénes están comprendidos y 
quiénes están excluidos en la categoría utilizada, y cuál es el contenido preciso del 
mandato constitucional de protección de la familia.

La definición de matrimonio contemplada en los artículos 134 y 135 del Código 
Civil del Estado de Chihuahua incluye únicamente a las parejas heterosexuales que 
tienen la intención de procrear. Por otro lado, si bien el artículo 4º constitucional 
ordena la protección de la familia sin mayor especificación, la Suprema Corte ha 
precisado el alcance de dicho mandato constitucional, pues al resolver la acción de
inconstitucionalidad 2/2010, a partir de una interpretación evolutiva del artículo 4º 
constitucional, sostuvo que dicho precepto no alude a un “modelo de familia ideal” que 
tenga como presupuesto al matrimonio heterosexual y cuya finalidad sea la 
procreación. Además, también aclaró que la protección de la familia que ordena la 
Constitución no se refiere exclusivamente a la familia nuclear que tradicionalmente ha 
sido vinculada al matrimonio: padre, madre e hijos biológicos, agregando que la 
Constitución tutela a la familia entendida como realidad social, lo cual se traduce en 
que esa protección debe cubrir todas sus formas y manifestaciones existentes en la 
sociedad: familias nucleares compuestas por padres e hijos (biológicos o adoptivos) 
que se constituyan  a  través  del  matrimonio  o  uniones  de  hecho; familias
monoparentales compuestas por un padre o una madre e hijos; familias extensas o 
consanguíneas que se extienden a varias generaciones, incluyendo ascendientes, 
descendientes y parientes colaterales; y también familias homoparentales 
conformadas por padres del mismo sexo con hijos (biológicos o adoptivos) o sin ellos.

Por tanto, la diferenciación hecha en los artículos impugnados resulta claramente 
sobreinclusivos porque quedan comprendidas en la definición de matrimonio las 
parejas heterosexuales que no acceden al matrimonio con la finalidad de procrear. Si
bien este aspecto no puede considerarse discriminatorio en sí mismo, muestra la falta 
de idoneidad de la distinción para cumplir con la única finalidad constitucional a la que 
puede obedecer la medida: la protección de la familia como realidad social. El 
desajuste se presenta porque la norma impugnada pretende vincular los requisitos en 
cuanto a las preferencias   sexuales   de   quienes   pueden   acceder   a   la institución 
matrimonial con la procreación.

En la acción de inconstitucionalidad citada, el Tribunal en Pleno de la Suprema 
Corte sostuvo que esa desvinculación entre matrimonio y procreación quedaba de 
manifiesto con una gran variedad de situaciones: la existencia de parejas 
heterosexuales que deciden tener una familia sin acudir a la institución matrimonial; 
matrimonios heterosexuales que no desean tener hijos e hijas; matrimonios 
heterosexuales que por razones biológicas no pueden procrear y recurren a los 
avances médicos  para  lograrlo;  matrimonios  heterosexuales  que  sin tener un 
impedimento biológico para procrear optan por la adopción; matrimonios 
heterosexuales que se celebran entre personas que ya no están en edad fértil o entre
personas que ya tenían descendencia y no desean tener una en común, etcétera. En 
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De acuerdo con lo anterior, lo primero que debe determinarse es si la distinción
realizada en los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua 
persiguen una finalidad constitucionalmente imperiosa.

Al respecto, tenemos que el artículo 4º constitucional impone al legislador la
obligación de proteger “la organización y el desarrollo de la familia”. La protección de 
la familia no sólo es una finalidad legítima para el legislador, sino una finalidad 
constitucionalmente ordenada.   En   consecuencia,   debe entenderse que la 
medida enjuiciada satisface la primera grada de un escrutinio estricto de la igualdad de 
la medida.

Así, para poder determinar si la distinción está directamente conectada con la 
finalidad identificada deben precisarse dos cosas: quiénes están comprendidos y 
quiénes están excluidos en la categoría utilizada, y cuál es el contenido preciso del 
mandato constitucional de protección de la familia.

La definición de matrimonio contemplada en los artículos 134 y 135 del Código 
Civil del Estado de Chihuahua incluye únicamente a las parejas heterosexuales que 
tienen la intención de procrear. Por otro lado, si bien el artículo 4º constitucional 
ordena la protección de la familia sin mayor especificación, la Suprema Corte ha 
precisado el alcance de dicho mandato constitucional, pues al resolver la acción de
inconstitucionalidad 2/2010, a partir de una interpretación evolutiva del artículo 4º 
constitucional, sostuvo que dicho precepto no alude a un “modelo de familia ideal” que 
tenga como presupuesto al matrimonio heterosexual y cuya finalidad sea la 
procreación. Además, también aclaró que la protección de la familia que ordena la 
Constitución no se refiere exclusivamente a la familia nuclear que tradicionalmente ha 
sido vinculada al matrimonio: padre, madre e hijos biológicos, agregando que la 
Constitución tutela a la familia entendida como realidad social, lo cual se traduce en 
que esa protección debe cubrir todas sus formas y manifestaciones existentes en la 
sociedad: familias nucleares compuestas por padres e hijos (biológicos o adoptivos) 
que se constituyan  a  través  del  matrimonio  o  uniones  de  hecho; familias
monoparentales compuestas por un padre o una madre e hijos; familias extensas o 
consanguíneas que se extienden a varias generaciones, incluyendo ascendientes, 
descendientes y parientes colaterales; y también familias homoparentales 
conformadas por padres del mismo sexo con hijos (biológicos o adoptivos) o sin ellos.

Por tanto, la diferenciación hecha en los artículos impugnados resulta claramente 
sobreinclusivos porque quedan comprendidas en la definición de matrimonio las 
parejas heterosexuales que no acceden al matrimonio con la finalidad de procrear. Si
bien este aspecto no puede considerarse discriminatorio en sí mismo, muestra la falta 
de idoneidad de la distinción para cumplir con la única finalidad constitucional a la que 
puede obedecer la medida: la protección de la familia como realidad social. El 
desajuste se presenta porque la norma impugnada pretende vincular los requisitos en 
cuanto a las preferencias   sexuales   de   quienes   pueden   acceder   a   la institución 
matrimonial con la procreación.

En la acción de inconstitucionalidad citada, el Tribunal en Pleno de la Suprema 
Corte sostuvo que esa desvinculación entre matrimonio y procreación quedaba de 
manifiesto con una gran variedad de situaciones: la existencia de parejas 
heterosexuales que deciden tener una familia sin acudir a la institución matrimonial; 
matrimonios heterosexuales que no desean tener hijos e hijas; matrimonios 
heterosexuales que por razones biológicas no pueden procrear y recurren a los 
avances médicos  para  lograrlo;  matrimonios  heterosexuales  que  sin tener un 
impedimento biológico para procrear optan por la adopción; matrimonios 
heterosexuales que se celebran entre personas que ya no están en edad fértil o entre
personas que ya tenían descendencia y no desean tener una en común, etcétera. En 
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este sentido, el Pleno concluyó que en la actualidad  la  institución  matrimonial  se  
sostiene primordialmente “en los lazos afectivos, sexuales, de identidad, solidaridad y 
de compromiso mutuos de quienes desean tener una vida en común”. Además, las 
normas reclamadas excluyen injustificadamente del acceso al matrimonio a las parejas 
homosexuales que están situadas en condición es similar esa las parejas que sí están 
comprendidas en la definición, de ahí que la distinción es discriminatoria porque las 
preferencias sexuales no constituyen un aspecto relevante para hacer la distinción en 
relación con el fin constitucionalmente imperioso.

Así pues, si bien la parte de la norma impugnada que determina como finalidad 
del matrimonio la procreación no sólo afecta a las parejas del mismo sexo –sino
también a aquellas parejas heterosexuales que no deseen o puedan procrear–, es 
necesario realizar el análisis respectivo puesto que implica la concepción de la 
finalidad misma de la figura del matrimonio, dejando por fuera a las parejas 
homosexuales.

En este orden de ideas, la medida es claramente discriminatoria porque las 
relaciones que entablan las parejas homosexuales pueden adecuarse perfectamente a 
los fundamentos actuales de la institución matrimonial y más ampliamente a los de la 
familia. Para todos los efectos relevantes, las parejas homosexuales se encuentran en 
una situación equivalente a las parejas heterosexuales, de tal manera que es 
totalmente injustificada su exclusión del matrimonio, de ahí que la distinción legislativa 
impugnada no está  ni  directa  ni  indirectamente  conectada  con  la  única finalidad 
imperiosa que puede tener el matrimonio desde el punto de vista constitucional.

Por ello, si la distinción no está directamente conectada con la finalidad
imperiosa que puede tener el matrimonio desde el  punto  de  vista  constitucional,  
entonces  no  puede considerarse constitucional dicha medida porque se estaría 
avalando una decisión basada en prejuicios que históricamente han existido contra los 
homosexuales. La razón por la cual las parejas del mismo sexo no han gozado de la 
misma protección que las parejas heterosexuales no es por descuido del órgano 
legislativo, sino por el legado de severos prejuicios que han existido tradicionalmente 
en su contra. La ausencia de los beneficios que el derecho asigna a la institución 
matrimonial es una consecuencia directa de la discriminación histórica que ha existido 
hacia las parejas homosexuales por razón de su preferencia sexual.

Pero el derecho a casarse, tal como lo estableció la Primera Sala al resolver el 
Amparo en Revisión 152/2013, no sólo comporta el derecho a tener acceso a los 
beneficios expresivos asociados al matrimonio, sino también el derecho a los   
beneficios   materiales   que   las   leyes   adscriben   a   la institución. En este sentido, 
acceder al matrimonio comporta en realidad  “un  derecho  a  otros  derechos”.  Los  
derechos  que otorga el matrimonio civil aumentan considerablemente la calidad de 
vida de las personas. En el orden jurídico mexicano existen una gran cantidad de 
beneficios económicos y no económicos asociados al matrimonio. Entre éstos 
destacan los siguientes: (1) beneficios fiscales; (2) beneficios de solidaridad; (3) 
beneficios por causa de muerte de uno de los cónyuges; (4) beneficios de propiedad; 
(5) beneficios en la toma subrogada de decisiones médicas; y (6) beneficios 
migratorios para los cónyuges extranjeros. Algunos ejemplos pueden servir para 
mostrar cómo la privación de estos beneficios materiales afecta la calidad de vida de
las parejas homosexuales.

En este sentido, negar a las parejas homosexuales los beneficios tangibles e 
intangibles que son accesibles a las personas heterosexuales a través del matrimonio
implica tratar a los homosexuales como si fueran “ciudadanos de segunda clase”, sin 
existir ninguna justificación racional para reconocer a los homosexuales todos los 
derechos fundamentales que les corresponden como individuos y, al mismo tiempo, 
reconocerles un conjunto incompleto de derechos cuando se conducen siguiendo su 
orientación sexual y se vinculan en relaciones estables de pareja, por lo que la 
exclusión de las parejas homosexuales del régimen matrimonial se traduce en una 
triple discriminación:

a) La existencia misma de la ley transmite un mensaje excluyente hacia las 
personas homosexuales que, queriendo o no contraer matrimonio, saben que la ley no 
les reconoce dicho derecho, por lo que no tienen acceso a dicha posibilidad, contrario 
a lo que sucede con las personas heterosexuales;

b) El artículo impugnado priva a las parejas homosexuales de los beneficios del 
matrimonio y los excluye de los beneficios materiales; y

c)  La  exclusión  no  sólo  afecta  a  las  parejas homosexuales, sino también a 
sus hijas e hijos. En efecto, es una realidad que al margen de que las parejas 
homosexuales puedan acceder al matrimonio, existe un creciente número de ellas que
deciden criar niños y niñas, ya sea a los procreados en anteriores relaciones 
heterosexuales, utilizando para esos fines las técnicas de reproducción asistida, o a 
través de adopciones monoparentales. La discriminación legislativa hacia las parejas 
homoparentales repercute directamente en esos niños y niñas. En esta línea, la 
medida impugnada se traduce también en un trato discriminatorio por parte de la ley
hacia las hijas e hijos de las parejas homosexuales, que los colocan en un plano de 
desventaja respecto de las hijas e hijos de parejas heterosexuales.

La exclusión de los homosexuales de la institución matrimonial perpetúa la 
noción de que las parejas del mismo sexo son menos merecedoras de reconocimiento 
que las heterosexuales, ofendiendo con ello su dignidad como personas y su 
integridad.

De lo expuesto en la presente sentencia, que si bien al igual que los conceptos 
de violación, se basa netamente en lo resuelto por la Primera Sala en el Amparo en 
Revisión 152/2013, se concluye que los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado 
de Chihuahua representa dos aristas de afectación a los quejosos y las quejosas: la 
procreación como finalidad del matrimonio y la especificación de que éste es entre “un 
hombre y sola mujer”.

En relación con la primera afectación, como lo estableció la Primera Sala en 
varios de sus precedentes, la consecuencia debe ser la de declarar inconstitucional el 
artículo 135 únicamente   en   la   porción   normativa   que   establece   que cualquier 
condición contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, al no ser 
la finalidad del matrimonio la procreación  y,  como  consecuencia,  por  excluir 
injustificadamente a las parejas homosexuales del acceso al matrimonio, además que 
ello dejaría fuera de dicha figura, incluso, a las parejas heterosexuales que no desean 
o no puedan procrear pero sí acceder a la institución del matrimonio.

En relación con la segunda afectación, es importante recordar que el quejoso 
alega que la enunciación misma del artículo combatido les discrimina; es decir, reciben
un perjuicio de manera diaria por su simple existencia al limitar la figura del matrimonio 
al acuerdo de voluntades “entre un hombre y una mujer”, siendo que dicha 
enunciación excluye tácitamente a las parejas homosexuales del acceso a esta 
institución y, además, de la misma no se lee que haya sido otra la intención del poder 
legislativo, sino por el contrario, la intención era limitar la figura del matrimonio a 
parejas heterosexuales.

En ese orden, como la norma en sí misma es la que discrimina al quejoso, y la 
cual tuvo como origen claro limitar el matrimonio a parejas heterosexuales, no es 
posible realizar una interpretación conforme, pues dicha norma continuaría existiendo  
en  su  redacción,  aun  siendo  discriminatoria  y contraria al artículo 1º constitucional 
y a las obligaciones internacionales   contraídas   por  México   en   cuanto   a   no 
discriminar por motivo de preferencia sexual, estas obligaciones no pueden cumplirse 
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exclusión de las parejas homosexuales del régimen matrimonial se traduce en una 
triple discriminación:

a) La existencia misma de la ley transmite un mensaje excluyente hacia las 
personas homosexuales que, queriendo o no contraer matrimonio, saben que la ley no 
les reconoce dicho derecho, por lo que no tienen acceso a dicha posibilidad, contrario 
a lo que sucede con las personas heterosexuales;

b) El artículo impugnado priva a las parejas homosexuales de los beneficios del 
matrimonio y los excluye de los beneficios materiales; y

c)  La  exclusión  no  sólo  afecta  a  las  parejas homosexuales, sino también a 
sus hijas e hijos. En efecto, es una realidad que al margen de que las parejas 
homosexuales puedan acceder al matrimonio, existe un creciente número de ellas que
deciden criar niños y niñas, ya sea a los procreados en anteriores relaciones 
heterosexuales, utilizando para esos fines las técnicas de reproducción asistida, o a 
través de adopciones monoparentales. La discriminación legislativa hacia las parejas 
homoparentales repercute directamente en esos niños y niñas. En esta línea, la 
medida impugnada se traduce también en un trato discriminatorio por parte de la ley
hacia las hijas e hijos de las parejas homosexuales, que los colocan en un plano de 
desventaja respecto de las hijas e hijos de parejas heterosexuales.

La exclusión de los homosexuales de la institución matrimonial perpetúa la 
noción de que las parejas del mismo sexo son menos merecedoras de reconocimiento 
que las heterosexuales, ofendiendo con ello su dignidad como personas y su 
integridad.

De lo expuesto en la presente sentencia, que si bien al igual que los conceptos 
de violación, se basa netamente en lo resuelto por la Primera Sala en el Amparo en 
Revisión 152/2013, se concluye que los artículos 134 y 135 del Código Civil del Estado 
de Chihuahua representa dos aristas de afectación a los quejosos y las quejosas: la 
procreación como finalidad del matrimonio y la especificación de que éste es entre “un 
hombre y sola mujer”.

En relación con la primera afectación, como lo estableció la Primera Sala en 
varios de sus precedentes, la consecuencia debe ser la de declarar inconstitucional el 
artículo 135 únicamente   en   la   porción   normativa   que   establece   que cualquier 
condición contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta, al no ser 
la finalidad del matrimonio la procreación  y,  como  consecuencia,  por  excluir 
injustificadamente a las parejas homosexuales del acceso al matrimonio, además que 
ello dejaría fuera de dicha figura, incluso, a las parejas heterosexuales que no desean 
o no puedan procrear pero sí acceder a la institución del matrimonio.

En relación con la segunda afectación, es importante recordar que el quejoso 
alega que la enunciación misma del artículo combatido les discrimina; es decir, reciben
un perjuicio de manera diaria por su simple existencia al limitar la figura del matrimonio 
al acuerdo de voluntades “entre un hombre y una mujer”, siendo que dicha 
enunciación excluye tácitamente a las parejas homosexuales del acceso a esta 
institución y, además, de la misma no se lee que haya sido otra la intención del poder 
legislativo, sino por el contrario, la intención era limitar la figura del matrimonio a 
parejas heterosexuales.

En ese orden, como la norma en sí misma es la que discrimina al quejoso, y la 
cual tuvo como origen claro limitar el matrimonio a parejas heterosexuales, no es 
posible realizar una interpretación conforme, pues dicha norma continuaría existiendo  
en  su  redacción,  aun  siendo  discriminatoria  y contraria al artículo 1º constitucional 
y a las obligaciones internacionales   contraídas   por  México   en   cuanto   a   no 
discriminar por motivo de preferencia sexual, estas obligaciones no pueden cumplirse 



PERIÓDICO OFICIALMiércoles 22 de agosto de 2018.                  4595

mediante una interpretación que varíe la base misma del concepto impugnado y que 
no modifique la situación discriminatoria sufrida por las quejosas y los quejosos. Un 
planteamiento como ese es incompatible con un Estado constitucional de derecho que 
aspira a tratar con igual consideración y respeto a todos sus ciudadanos. En ese orden 
de ideas, los quejosos y quejosas buscan encontrarse legal y expresamente en una 
situación de igualdad y no discriminación en cuanto a la figura del matrimonio se 
refiere, por lo que lo procede es declarar la inconstitucionalidad de las porciones 
normativas de “entre un hombre y una mujer” contenida en el artículo134, y “cualquier
condición contraria a la perpetuación de la especie se tendrá por no puesta” inmersa
en el numeral 135, ambos del Código Civil del Estado de Chihuahua.

EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO.

En términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, que señala que en el último 
considerando de la sentencia, el juzgador  deberá  determinar  con  precisión  los  
efectos  del mismo,  especificando  las  medidas  que  la  autoridad  deba adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y restitución al quejoso en el goce del derecho.

En este punto, el quejoso expone que la Corte Interamericana   ha   establecido   
el   concepto   de   reparación integral que implica el restablecimiento de la situación 
anterior y la eliminación de los efectos que produjo la violación, pero el 
restablecimiento no es en el sentido de dejar las cosas materialmente como se 
encontraban antes de la violación de derechos, sino ubicar a la víctima en un estado 
de no continuidad de las vulneraciones, pues el estado anterior debe ser entendido a 
una situación de pleno goce de los derechos.

Por ello, la reparación no debe ser entendida sólo como una medida que se 
limite a restituir a las víctimas a la situación anterior, sino que deben valorarse las 
consecuencias que las violaciones generaron a partir de la gravedad de los hechos 
que les  dieron  origen,  por lo que  se deben considerar tanto los daños materiales 
como los inmateriales, como son los daños psicológicos sufridos por el quejoso a 
consecuencia de la discriminación; motivo por el cual, como medida de satisfacción, 
solicitan que se requiera a las autoridades responsables una disculpa oficial que 
restablezca su dignidad, así como la publicación y difusión de la presente sentencia, 
además de ciertas  garantías  de  no  repetición  de  largo  alcance  para asegurar que 
las violaciones de derechos humanos que han sufrido no vuelvan a ocurrir, de ahí que 
el Gobierno del Estado debe adoptar las medidas legislativas y administrativas 
necesarias  para  corregir  la  situación  de  discriminación estructural, a través de la 
revisión y reforma de leyes locales y reglamentos administrativos discriminatorios, así 
como la inclusión y debida regulación del derecho a la no discriminación; la emisión de 
políticas públicas sanitarias para garantizar el acceso efectivo al derecho de igualdad y 
no discriminación, y la sensibilización y capacitación de modo prioritario y permanente 
de los funcionarios del Estado.

Atento a lo solicitado por el quejoso, debemos señalar que uno de los principios 
rectores aún vigentes dentro del juicio de amparo, es el de relatividad de las 
sentencias, contenido en el artículo  73  de  la  Ley  de  Amparo,  en  el  sentido  que  
las sentencias sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas
morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que versa la demanda, motivo
por el cual, no es posible que a través de la sentencia de amparo, y en especial 
tratándose de juicios donde se reclama la inconstitucionalidad   de   leyes,   se   pueda   
obligar   a   las autoridades responsables a revisar y reformar las leyes y reglamentos 
locales, pues en ese supuesto se rompería con el principio  de  relatividad  de  las  
sentencias,  además  que  la materia del presente juicio guarda relación con el 
contenido de los artículos 134 y135 del Código Civil del Estado de Chihuahua, y no de
cualquier otra norma general del Estado que pudiera contener también un mensaje 
discriminador, de ahí que no sea posible ordenar a través de la presente 
determinación,   la   modificación   de   leyes,   reglamentos   o cualquier otra 
disposición de carácter general.

Por otra parte, en lo tocante a la disculpa pública que solicita el quejoso como 
medida de satisfacción, debe señalarse que ésta resulta improcedente, ya que la 
disculpa pública contenida en el artículo 83 Bis de la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación, como medida de satisfacción debe imponerse atendiendo a 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la forma en que se cometió el 
acto, omisión o práctica social discriminatoria, así como de los efectos producidos;
luego, si en el presente caso, el quejoso impugnó los artículos reclamados como 
normas de carácter autoaplicativos, resulta evidente que no existió en su perjuicio un 
acto de aplicación de dichas normas, es decir, no causaron un perjuicio directo en su 
esfera de derechos que pudiera ameritar una disculpa pública, ya que como se explicó 
en la presente determinación, el perjuicio sufrido por el quejoso con el mensaje 
transmitido por la norma, es en forma indirecta al establecer la estigmatización 
derivada de sus preferencias sexuales, por lo que no se estima que la disculpa pública 
sea una manera proporcional de satisfacción de los efectos producidos, porque se 
reitera, la norma reclamada no fue aplicada en perjuicio del quejoso por un acto de las 
autoridades del Estado.

En   lo   relativo   a   la   publicación   de   la   presente determinación en el 
Periódico Oficial del Estado, este resolutor considera conveniente que como una 
medida de reparación y satisfacción,  con  el  objeto  de  restablecer  la  dignidad  del 
quejoso como víctima de la estigmatización contenida en las normas reclamadas, así
como con el objetivo de garantizarla no  repetición  del  acto,  atendiendo  a  que  el  
daño  por  ellos sufrido  debe  ser  considerado  como  un  daño  inmaterial,  se estima
adecuado que una vez que cause ejecutoria la presente determinación, las 
autoridades responsables, Congreso y Gobernador, ambos del Estado de 
Chihuahua, ordenen la publicación por una sola ocasión, en el Periódico Oficial del 
Estado  de  Chihuahua,  de  un  extracto  de  la  presente determinación (el cual
comprenderá el primer resultando del que deberán excluirse el nombre y domicilio del 
quejoso, que deberán ser sustituidos con asteriscos; además, el sexto considerando; 
así como el único punto resolutivo, del que también deberán excluirse el nombre del 
quejoso, siendo éstos sustituidos por asteriscos),con el objeto de dar difusión a la 
presente determinación ya efecto de eliminaren cierta forma la estigmatización sufrida 
por el quejoso ante sus preferencias sexuales, además de que personas que se 
encuentren en situaciones  similares  al  impetrante,  tengan  conocimiento  de esta 
resolución y puedan en un momento dado, eliminar de su esfera jurídica las normas 
ahora declaradas inconstitucionales, con lo que se pretende reducir la estigmatización 
sufrida por los grupos de personas homosexuales.

En consecuencia, conforme a la fracción I, del artículo 77 de la Ley de Amparo, 
los efectos de la presente sentencia constitucional son los siguientes:

a) Se declara la inconstitucionalidad de la porción normativa de los artículos 134 
y 135 del Código Civil del Estado de Chihuahua, que excluyen injustificadamente a las 
parejas homosexuales del acceso al matrimonio, en lo relativo a las referencias al sexo 
de los contrayentes y a la finalidad de la institución matrimonial; y,

b) Como medidas de satisfacción y reparación del daño sufrido por las víctimas 
de discriminación, además de servir como una garantía de no repetición, el Congreso 
y Gobernador, ambos   del   Estado   de   Chihuahua,   deberán   ordenar   la 
publicación de un extracto de la presente determinación (el cual comprenderá el primer
resultando  del que deberán excluirse el nombre y domicilio del quejoso, que   
deberán   ser sustituidos con asteriscos; además, el sexto considerando; así como el
segundo punto resolutivo, del que también deberán excluirse el nombre del 
quejoso, siendo éstos sustituidos por asteriscos), por una sola ocasión en el 
Periódico Oficial del Estado, del cual deberán remitir un ejemplar para justificar el 
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Además, debemos señalar que los efectos de la presente sentencia  de  amparo  
vinculan a todas  las  autoridades  del Estado de Chihuahua a tomar en 
consideración la inconstitucionalidad del mensaje transmitido por los preceptos 
impugnados, por lo cual no podrán utilizarlo como base para negar al quejoso 
beneficio o establecer cargas relacionados con la regulación del matrimonio, lo que es 
un efecto propio de la concesión de un amparo contra leyes, que es la inaplicación 
futura de la ley. En este orden de ideas, el quejoso no debe ser expuesto al mensaje 
discriminador de la norma, tanto en el presente como en el futuro.

Por ello, una vez que la presente determinación cause ejecutoria, deberá 
requerirse al Titular del Registro Civil del Estado de Chihuahua, para que, en el 
momento en que el aquí quejoso solicite contraer matrimonio, deberá acceder a su 
solicitud, al haberse declarado la inconstitucionalidad de los artículos 134 y 135 del
Código Civil del Estado de Chihuahua, en la parte que definen a éste como el acuerdo 
de voluntades entre “un hombre y una mujer” y “que cualquier condición contraria a la 
perpetuación de la especie se tendrá por no puesta”; por lo que desde este momento 
se ordena enviar copia certificada de la presente determinación, a efecto de que esté 
en aptitud de cumplimentarla en sus términos, una vez que así sea requerido por el 
quejoso.

No  representa  obstáculo  alguno  para  la  anterior determinación, el hecho de
que dicha autoridad no haya sido señalada como responsable y, por ende, que no 
hubiere intervenido en el presente juicio de amparo, ya que cualquier autoridad que 
por sus funciones se encuentre vinculada con el cumplimiento de la sentencia, está 
obligada a acatarla en sus términos.

Al respecto, resulta aplicable la Jurisprudencia 1a./J.57/2007, emitida por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizada en la página 
144, Tomo XXV, Mayo de 2007, Novena Época, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, que señala:

“AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁN 
OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL EFICAZ 
CUMPLIMIENTO  DE  LA  EJECUTORIA  DE  AMPARO. Aun cuando las 
autoridades no hayan sido designadas como  responsables  en  el  juicio  de  
garantías,  pero  en razón de sus funciones deban tener intervención en el 
cumplimiento de la ejecutoria de amparo, están obligadas a realizar, dentro de 
los límites de su competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento 
íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia real y 
eficacia práctica.”

R E S U E L V E

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ***** **** ****** *********, en 
contra de los actos reclamados a las autoridades responsables, por las razones 
expuestas y para los efectos precisados en el considerando último de esta sentencia.

Notifíquese personalmente.

Así, lo resolvió y firma el licenciado Juan Fernando Luevano Ovalle, Juez Tercero 
de distrito en el Estado de Chihuahua, ante la licenciada María Eugenia Rubio 
Paredes, Secretaria del Juzgado con quien actúa y da fe, hasta hoy, treinta de 
diciembre de dos mil quince, que lo permitieron las labores del Juzgado, con lo que se
concluye la audiencia constitucional. Doy fe.
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GOBIERNO LOCAL
PODER LEGISLATIVO

PRESIDENTA. DIP. DIANA KARINA VELÁZQUEZ RAMÍREZ. Rúbrica. SECRETARIA. DIP. 
CARMEN ROCÍO GONZÁLEZ ALONSO. Rúbrica. SECRETARIA. DIP. MARÍA ANTONIETA 
MENDOZA MENDOZA. Rúbrica.

Por tanto mando se imprima, publique, circule y se  le dé el debido cumplimiento.

En la Ciudad de Chihuahua, Palacio de Gobierno del Estado, a los catorce días del mes de 
agosto del año dos mil dieciocho.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO. LIC. JAVIER CORRAL JURADO. Rúbrica. 
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. MTRO. SERGIO CÉSAR ALEJANDRO JÁUREGUI 
ROBLES. Rúbrica.
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DECRETO No.        
LXV/CVPEX/0864/2018  II D.P.  

 
LA SEGUNDA DIPUTACIÓN PERMANENTE DE LA SEXAGÉSIMA QUINTA 
LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, DENTRO DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO 
CONSTITUCIONAL, 
 
 
 

D E C R E T A 
 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Con fundamento en el artículo 51 de la Constitución 

Política del Estado de Chihuahua, se convoca a las y los Diputados 

integrantes de la Sexagésima Quinta Legislatura Constitucional del 

Honorable Congreso del Estado, al Decimoséptimo Período Extraordinario 

de Sesiones, el cual se llevará a cabo el día jueves 23 de agosto del año 

2018, a partir de las 11:00 horas, en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, 

en el que se desahogarán los asuntos que a continuación se detallan: 
 

 

Sesión Solemne 
 

1. Entrega del reconocimiento denominado “Medalla al Mérito Cultural 

del Estado de Chihuahua, Víctor Hugo Rascón Banda”, edición 2018. 
 

 

 

EL CIUDADANO LICENCIADO JAVIER CORRAL JURADO, 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE CHIHUAHUA, A SUS HABITANTES SABED:

QUE LA  DIPUTACIÓN PERMANENTE DEL H. CONGRESO DEL 
ESTADO SE HA SERVIDO EXPEDIR EL SIGUIENTE

  D  E  C  R  E  T  O  :
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DECRETO No. 
LXV/CVPEX/0864/2018  II D.P. 

 2 

Comisión de Especial de Asuntos  
 Forestales 

 
2. Dictamen con carácter de decreto, mediante el cual se expide la 

Ley de Desarrollo Forestal Sustentable del Estado de Chihuahua; 

desahogando con ello la iniciativa presentada por el Diputado Jesús 

Villarreal Macías (PAN). Se adhirieron los Diputados integrantes de los Grupos 

Parlamentarios de los Partidos Nueva Alianza (PNA) y Verde Ecologista de México 

(PVEM); y los Diputados Patricia Gloria Jurado Alonso y Francisco Javier 

Malaxechevarría González (PAN). 

 

Comisión de Educación y Cultura 
 

3. Dictamen con carácter de decreto, por el que se expide la Ley de 

Fomento para la Lectura y el Libro del Estado de Chihuahua; 

recayendo a la iniciativa formulada por la Diputada Imelda Irene 

Beltrán Amaya (PRI). 

 

4. Dictamen con carácter de decreto, por medio del cual se reforman 

los artículos 9 y 14 de la Ley Estatal de Educación, referente a la 

implementación de la psicología educativa y clínica en cada centro 

de enseñanza en el Estado; desahogando la iniciativa presentada 

por la Diputada Liliana Araceli Ibarra Rivera (PAN). Se adhirieron los 

DECRETO No. 
LXV/CVPEX/0864/2018  II D.P. 

 3 

Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza (PNA) y 

la Diputada Maribel Hernández Martínez (PAN).  
 
 

Comisión de Ciencia y Tecnología 
 

5. Dictamen con carácter de decreto, por medio del cual se expide la 

Ley de Software Libre y Código Abierto del Estado de Chihuahua; 

recayendo a la iniciativa presentada por los Diputados integrantes 

del Grupo Parlamentario del Partido MORENA. 

 

Comisión de Justicia 
 

6. Dictamen con carácter de decreto, mediante el cual se reforman 

diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado, en materia de conformación y competencia de los órganos 

que lo integran; y de la Ley de Justicia Alternativa del Estado de 

Chihuahua, a fin de que se contemplen las figuras de facilitadores 

oficiales, públicos y privados; resolviendo con ello, la iniciativa 

presentada por el Diputado Jesús Villarreal Macías (PAN). 

 

7. Dictamen con carácter de decreto, por medio del cual se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Penal del 

Estado, a fin de crear el tipo penal de conducción de vehículo 
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pretende crear el Sistema de Información Personal de Mujeres, 

Jóvenes y Niñas que Desaparecieron en el Estado de Chihuahua 

desde el año mil novecientos noventa y tres y que continúan 

ausentes; desahogando así, la iniciativa presentada por las  

Diputadas Leticia Ortega Máynez (MORENA), Blanca Gámez 

Gutiérrez (PAN), Rocío Grisel Sáenz Ramírez (PRI), Martha Rea y Pérez 

(PNA) y Crystal Tovar Aragón (PRD). 
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Junta de Coordinación Política 
 

10. Dictamen con carácter de decreto, mediante el cual se reforman 

diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; así mismo, 

se expide el Reglamento del Instituto de Estudios e Investigación 

Legislativa del H. Congreso del Estado; que recayó a la iniciativa 

presentada por el Diputado Jesús Villarreal Macías (PAN). 

 

11. Propuesta y designación en su caso, de quien ocupará la titularidad 

de la Secretaría de Asuntos Interinstitucionales del H. Congreso del 

Estado. 

 

Presidencia del H. Congreso del Estado 
 

12. Informe que rinde la Presidencia del H. Congreso del Estado, 

respecto a la terna de aspirantes a ocupar la titularidad de la 

Auditoría Superior del Estado, enviada por el Panel de Especialistas 

en Materia de Control, Auditoría Financiera y de Responsabilidades, 

para su designación y protesta en su caso, por parte de este H. 

Congreso, de quien ocupará la titularidad del citado Órgano, con 

fundamento en los artículos 64, fracción XLIV, y 83 bis de la 

Constitución Política; y 133 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 

ambos ordenamientos jurídicos del Estado de Chihuahua.  
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T R A N S I T O R I O 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su 

publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

 

D A D O en la Sala Morelos del Poder Legislativo, en la ciudad de 

Chihuahua, Chih., a los veintiún días del mes de agosto del año dos mil 

dieciocho. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PRESIDENTA. DIP. DIANA KARINA VELÁZQUEZ RAMÍREZ. Rúbrica. SECRETARIA. DIP. 
CARMEN ROCÍO GONZÁLEZ ALONSO. Rúbrica. SECRETARIA. DIP. MARÍA ANTONIETA 
MENDOZA MENDOZA. Rúbrica.

Por tanto mando se imprima, publique, circule y se  le dé el debido cumplimiento.

En la Ciudad de Chihuahua, Palacio de Gobierno del Estado, a los veintiún días del mes de 
agosto del año dos mil dieciocho.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO. LIC. JAVIER CORRAL JURADO. Rúbrica. 
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. MTRO. SERGIO CÉSAR ALEJANDRO JÁUREGUI 
ROBLES. Rúbrica.
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EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO. LIC. JAVIER CORRAL JURADO. Rúbrica. 
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. MTRO. SERGIO CÉSAR ALEJANDRO JÁUREGUI 
ROBLES. Rúbrica.

PODER EJECUTIVO
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SECRETARÍA DE HACIENDA
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ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
COMISIÓN ESTATAL DE VIVIENDA, SUELO E INFRAESTRUCTURA DE CHIHUAHUA
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SERVICIOS EDUCATIVOS DEL ESTADO DE CHIHUAHUA
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UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE CHIHUAHUA



PERIÓDICO OFICIAL Miércoles 22 de agosto de 2018.4614  

ORGANISMOS AUTÓNOMOS
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE CHIHUAHUA
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CONVOCATORIAS, EDICTOS DE REMATE, AVISOS 
JUDICIALES Y DIVERSOS

JULIA MIRANDA VAZQUEZ                                           1300-67-69
-0- 

OSCAR ALEJANDRO HERNANDEZ FLORES              1305-67-69
-0- 
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LILIA ISELA SILVA                                                          1308-67-69
-0- 

PEDRO LUIS HIDALGO SOLTERO                          1303-67-69-71
-0- 
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GABRIELA HERNANDEZ VILLANUEVA                        1302-67-69
-0- 

ALBERTO PIÑA LUJAN                                                  1307-67-69
-0- 
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MANUEL OBED VARELA SERRANO                            1306-67-69
-0- 

RODOLFO GONZALEZ ACOSTA         1286-65-67
-0- 

RODOLFO GONZALEZ ACOSTA                                   1286-65-67
-0- 
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FRANCISCO MARTINEZ GUERRA                        1285-65-67
-0- 

FRANCISCO MARTINEZ GUERRA                               1285-65-67
-0- 
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GUILLERMO LOPEZ CARRILLO                              1304-67-69-71
-0- 
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CESAR GASPAR CASTAÑEDA CANDELARIA        1288-65-67
-0- 

CESAR GASPAR CASTAÑEDA CANDELARIA              1288-65-67
-0- 

NESTOR FEDERICO OCHOA PORRAS        1289-65-67
-0- 

NESTOR FEDERICO OCHOA PORRAS                       1289-65-67
-0- 
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JAIME RAMON ANDUJO CHAVEZ         1290-65-67
-0- 

JAIME RAMON ANDUJO CHAVEZ                                1290-65-67
-0- 

ROCIO LUCERO AGUILAR          1287-65-67
-0- ROCIO LUCERO AGUILAR                                            1287-65-67

-0- 
DORA MARIA BALDERRAMA LOYA                         1212-63-65-67

-0- 
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JAIME ARTURO REYES ADAME         1291-65-67
-0- 

RAMON ALBERTO TALAMANTES RODRIGUEZ        1292-65-67
-0- 

RAMON ALBERTO TALAMANTES RODRIGUEZ          1292-65-67
-0- 

JAIME ARTURO REYES ADAME                                   1291-65-67
-0- 
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ROSA ALICIA DE LA CRUZ TORRES         1227-65-67
-0- 

ROSA ALICIA DE LA CRUZ TORRES                            1227-65-67
-0- 

MARTHA ZULOAGA DE LUJAN                   1275-65-67-69
-0- 

MARTHA ZULOAGA DE LUJAN                               1275-65-67-69
-0- 
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SERGIO ALBERTO ENRIQUEZ                        1276-65-67
-0- 

SERGIO ALBERTO ENRIQUEZ                                     1276-65-67
-0- 

ADRIAN MACIAS VALLES                         1279-65-67
-0- 

ADRIAN MACIAS VALLES                                             1279-65-67
-0- 
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OSCAR JAVIER SALCIDO OLIVAS                   1277-65-67-69
-0- 

OSCAR JAVIER SALCIDO OLIVAS                         1277-65-67-69
-0- 
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JOSEFINA REALIVAZQUEZ ROMAN                            1280-65-67
-0- 

JOSEFINA REALIVAZQUEZ ROMAN                        1280-65-67
-0- 

RUBEN CASTILLO JUAREZ                         1281-65-67
-0- 

RUBEN CASTILLO JUAREZ                                          1281-65-67
-0- 

JUANA LUNA PAYAN                         1284-65-67
-0- JUANA LUNA PAYAN                                                      1284-65-67
-0- 

RAUL SALVADOR GONZALEZ VILLASEÑOR        1223-65-67
-0- 

RAUL SALVADOR GONZALEZ VILLASEÑOR              1223-65-67
-0- 
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FRANCISCO JAVIER RAMOS LOPEZ                        1282-65-67
-0- 

FRANCISCO JAVIER RAMOS LOPEZ                          1282-65-67
-0- 

ERICK ACEVEDO MUÑOZ                         1283-65-67
-0- 

ERICK ACEVEDO MUÑOZ                                            1283-65-67
-0- 
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ROSA ROSALES SANDOVAL                                   1236-63-65-67
-0- 

CLAUDIA VIOLETA NAVA CRISTOBAL                    1249-63-65-67
-0- 
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DANIEL AGUILAR MORALES                                   1260-63-65-67
-0- 

JESUS ANTONIO RUIZ GARCIA                              1262-63-65-67
-0- 
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AVISO IMPORTANTE
RECEPCIÓN DE EDICTOS A PUBLICAR

Al público en general.

Se les informa que la recepción de edictos a publicar es de la siguiente 
manera:

Para el miércoles se recibirán edictos a partir de las 12:00 horas del 
miércoles hasta las 15:00 horas del viernes de la semana anterior a 
la publicación.

Para el sábado se recibirán edictos a partir del lunes hasta el 
miércoles a las 12:00 horas de la misma semana a la publicación.

El horario de oficina es de 9:00 a 15:00 horas de lunes a viernes.

El pago de publicaciones debe realizarse en cualquiera de las oficinas 
de Recaudación de Rentas en el Estado.

Se les informa lo anterior para los efectos consiguientes.

Gobierno del Estado Libre y Soberano de Chihuahua 
P e r i ó d i c o  O f i c i a l

PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO

Calle 4ª. No. 3013, C.P. 31050
Teléfonos 429-33-00 Ext. 15823

Chihuahua, Chih.

Costo del Ejemplar                                       	 $ 57.60

Costo de la Suscripción anual                               $3,594.24  
no incluye folleto anexo                                        
(Del 1ro. de enero al 31 de diciembre)

Costo de la Suscripción semestral                         $1,797.12
no incluye folleto anexo                                        
(Del 1ro. de enero al 30 de junio)
(Del 1ro. de julio al 31 de diciembre)

Publicación de otras resoluciones o 
documentos conforme a la Ley, por 
renglón.	

Anexo, por cada página	 $0.96

Balances, cortes de caja y demás 
publicaciones similares.

Página completa	 $1,075.45

Media página	 $537.73

Periódico Oficial y Anexo en formato 
digital c/ejemplar

Todo mas un 4% de impuesto universitario

Horario de Oficina de Lunes a Viernes de 9:00 a.m. a 15:00 hrs.

$7.57

$42.04

LIC. ENRIQUE HUMBERTO GUEVARA MATA
ENCARGADO

PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA
RESPONSABLE DEL CONTENIDO DE ESTA EDICIÓN: LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

EDITADO EN LOS TALLERES GRÁFICOS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

Calle 4ª. No. 3013, C.P. 31050, Col. Santa Rosa

Teléfonos (614) 429-33-00 Ext. 15823 

VÍA ELECTRÓNICA: PORTAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

edo.chihuahua.gob.mx/periodicooficial

LIC. ENRIQUE HUMBERTO GUEVARA MATA
ENCARGADO

* Edición electrónica con carácter oficial.
   (a partir del 30 de junio del 2013)


